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Resolución del Ararteko, de 29 de junio de 2009, por la que se recomienda a 

Osakidetza que proceda a un nuevo cálculo de la cantidad reclamada a la 

promotora de la queja como costas judiciales, en aplicación de los criterios de 
ponderación que a tales efectos establece la jurisprudencia.  

 

Antecedentes 
 

1. Compareció ante esta institución una joven que, tras ser intervenida 

quirúrgicamente a raíz de un accidente, había interpuesto una demanda contra 
Osakidetza, en reclamación de una indemnización de 1.200.000 euros por la 

parálisis que padecía como secuela. El Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo nº 2 de Vitoria-Gasteiz la desestimó por entender que dicha 

parálisis, si bien fue causada de forma directa por la intervención sufrida, era 

un riesgo quirúrgico conocido y consentido por la reclamante, no siendo 
imputable a una deficiente praxis en la cirugía practicada. No hubo condena en 

costas. 

 
Frente a esta decisión interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Superior 

de Justicia del País Vasco, que con fecha 28-12-2007 confirmó la sentencia 

dictada en la primera instancia, por entender que los motivos de la apelación 
adolecían de inviabilidad impugnatoria y resultaban contradictorios con las 

propias posiciones mantenidas en la segunda instancia por la parte apelante. En 

consecuencia, condenó a la reclamante al pago de las costas generadas en la 
apelación.  

 
 

2. La sentencia fue notificada a la representación procesal de la reclamante, quien 

sin embargo manifestaba no haber sido informada de ello hasta que, ante la 
falta de noticias por parte de su abogado, decidió personarse en su despacho. 

Su letrado, según afirmaba, le dio cuenta en ese momento de la desestimación 

del recurso, indicándole no obstante que podía estar tranquila respecto a la 
condena en costas, pues entendía que en ningún caso la Administración se las 

exigiría. La Administración, sin embargo, había reclamado por tal concepto 

presentando ante la Secretaria de la Sala minuta de honorarios, suscrita con 
fecha 5 de enero de 2008 por un letrado de la Subdirección de Asesoría 

Jurídica de Osakidetza, en la que la cantidad reclamada era calculada del 

siguiente modo: 
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“NORMAS QUE SE APLICAN 

 

Norma 477, 67 con relación a la escala tipo de la Disposición General 

vigésima, Norma 248, 249 y Disposición General novena con funciones de 

procuraduría. 

   Indemnización solicitada........................1.200.000 euros 

 

Norma 67 con relación a la escala tipo 

   1.200.000 euros....................................46.926 euros 

   TOTAL................................................. 46.926 euros 

 

Norma 477, 248, 249 

   60% de 46.926.................................... 28.155,60 euros 

 

Disposición General Novena: Funciones de procuraduría 

   25% de 28.155, 60............................... 7.038,90 euros 

 

      TOTAL............... 53.964,50 Euros” 

 

 

3. El Secretario judicial practicó la tasación de costas por el importe solicitado, y 
con fecha 17 de marzo de 2008 se dio traslado de la misma a la 

representación de la reclamante, concediéndole diez días para poder 

impugnarla. De acuerdo con la promotora de la queja, su abogado no sólo no le 
informó de nada de ello, sino que dejó transcurrir dicho plazo sin oponerse.  

 
En consecuencia, la referida tasación devino firme por Diligencia de 15 de abril 

de 2008, y así le fue notificado, con fecha 21 del mismo mes, a la 

representación procesal de la reclamante. Ésta última, sin embargo, refiere no 
haber tenido noticia sobre el particular hasta que el día 3-11-2008 recibió una 

reclamación por la que Osakidetza, al haber expirado el período voluntario de 

pago, le exigía la cantidad citada en concepto de principal, más otros 5.396, 
45 euros en concepto de recargo, todo ello con apercibimiento de embargo.  

 

 
4. La promotora de la queja manifestaba no haber recibido las reclamaciones de 

dicha deuda durante el período de que dispuso para su pago voluntario. La 

razón era, según exponía, que Osakidetza las había remitido al que, hasta el 
inicio del procedimiento, había sido su domicilio habitual. Para entonces, sin 

embargo, la recurrente se había visto obligada a abandonarlo por no disponer 

del ascensor que, en sus nuevas circunstancias físicas, le resulta 
imprescindible, por lo que las notificaciones caducaron en Correos. Si esta 

última comunicación no había corrido el mismo destino, ello era debido, según 
refería, a una circunstancia casual, relacionada con el hecho de que las 
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personas a las que había alquilado dicha vivienda habían rescindido el contrato 

de arrendamiento.  
 

La reclamante insistía en que no se negaba a hacer frente a las costas de la 

apelación a las que le había condenado el Tribunal Superior, sino que le parecía 
desproporcionada y excesiva la cantidad reclamada por tal concepto. Nos 

indicaba que había interpuesto por su parte una reclamación ante el Colegio de 

Abogados contra el letrado que, además de no haberlas impugnado, tampoco le 
había informado de la condena hasta que era demasiado tarde para hacerlo, lo 

que entendía le había causado indefensión. Pero con independencia de ello, 

consideraba injusto que, tras las gravísimas secuelas que había debido asumir 
como riesgo inherente a las operaciones a las que fue sometida, se le exigiese 

además unas costas cuya cuantía, que entendía claramente exorbitante, no 
había podido cuestionar en tiempo y forma.  

 

 
5. El Ararteko expuso la reclamación recibida ante la Consejería de Sanidad, la 

cual respondió trasladando a esta institución informe de la Asesoría Jurídica de 

Osakidetza, que en esencia entendía correcta la reclamación por parte de la 
Administración de la citada cantidad por las siguientes razones: 

 

- A Osakidetza no le consta la incomunicación que la reclamante alega haber 
sufrido con su representación procesal. Habiéndole sido notificada a ésta en 

tiempo y forma las sucesivas resoluciones, las irregularidades que se 

hubieran podido producir al respecto serían incumbencia, en todo caso, del 
Colegio de Abogados, y no del Servicio Vasco de Salud.  

 
- Por lo que se refiere al cambio de domicilio que la reclamante afirma le 

impidió conocer las reclamaciones previas a la providencia de apremio, nada 

de ello le fue comunicado en su momento a Osakidetza. 
 

- En cuanto a la cuantía de las costas reclamadas, manifiesta literalmente lo 

siguiente: 
 

“De conformidad con las normas procesales, Osakidetza no es el órgano 

competente para analizar si concurrían circunstancias que hiciesen 

conveniente aminorar la cuantía de las costas. 

La reclamante no solicitó la declaración de justicia gratuita, ni en lógica 

consecuencia le ha sido concedido. Además, cuando interpuso el recurso de 

apelación, la apelante Dª....sabía (o al menos debería saber al estar asistida 

por un abogado) que reclamando una cantidad de 1.200.000 euros, si le 

desestimaban el recurso, la condena en costas preceptiva (resaltado en el 

original) en este supuesto, ascendería a 53.964,50 euros, por la aplicación 
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de las normas de honorarios del Consejo Vasco de la Abogacía. La apelante 

hubiera podido  haber solicitado al Tribunal que, en caso de condena, 

valorase que la cuantía, según el cálculo ordinario, sería 

“desproporcionada”, y que, por tanto, que estableciese en el fallo una 

condena en costas hasta una cifra máxima. Al no solicitarse ni acreditarse 

que las costas en la aplicación de las normas de honorarios del Consejo 

Vasco de la Abogacía podían ser excesivas o desproporcionadas, el 

Tribunal, al desestimar íntegramente el recurso de apelación, falló una 

condena en costas, que se debían calcular según las normas de honorarios 

de general aplicación. 

Pero es que, además, cuando el Secretario judicial realizó la tasación de 

costas, la representación de….no las impugnó ni por indebidas, ni por 

excesivas. El Tribunal hubiera incluso haber (sic) minorado la cuantía, si se 

justificaba debidamente que era excesiva la cuantía resultante según el 

cálculo ordinario. 

Pero la representación de la señora…..no ha realizado ningún impulso para 

que los que tenían competencia para establecer la cuantía de las costas, 

según la normativa citada, disminuyeran la cuantía, si en verdad concurrían 

los criterios para su disminución en atención a la situación de la apelante 

Sra…..” 

 

- La normativa en vigor impide a Osakidetza actuar de otra forma:  
 

“Establecidas las costas de conformidad a las leyes, éstas se convierten en 

ingresos públicos para la Administración, con las repercusiones que esa 

circunstancia tiene en el procedimiento administrativo y penal a aplicar. 

Osakidetza es una administración pública que debe responsabilizarse con el 

dinero público y actuar de acuerdo a las normas. 

Sin olvidarnos de la actuación fiscalizadora del Tribunal Vasco de Cuentas, 

que  no permitiría que se dispusiera del dinero público sin base legal. 

Si ese Ararteko considerase que se puede condonar o aminorar la deuda y 

nos lo recomendase, podría suponer un agravio comparativo para el resto de 

los condenados en costas, que pueden estar en igual o peor situación que la 

Sra...............” 

 

 
6. Con posterioridad a esta comunicación, sin embargo, Osakidetza advirtió que, en 

aplicación del criterio expuesto en la citada respuesta para el cálculo de la minuta, 

ésta  debía ascender a una cantidad sustancialmente menor a la reclamada: de 
acuerdo con las tablas contenidas en las Normas sobre Honorarios del Consejo 

Vasco de la Abogacía, los honorarios profesionales por el recurso de apelación 
ascienden al 60% de los que corresponderían a la primera instancia. Así lo 

recogía correctamente la minuta, como queda reflejado en el punto 2º de estos 
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antecedentes. Su cómputo total, sin embargo, había sido calculado sin aplicar 

el citado coeficiente reductor, e incluía otros 7.038,90 euros en concepto de 
funciones de procuraduría. 

  

 En consecuencia, el propio Servicio Vasco de Salud procedió de oficio a emitir, 
con fecha 4 de mayo de 2009, nueva minuta que, en aplicación del citado 

porcentaje, cifró dichos honorarios en 28.155,60 euros, los cuales, sumados a 

los del procurador, resultan en 31.290,50 euros. Formuló en consecuencia 
nueva reclamación a la interesada por el referido importe, dejando sin efecto la 

anterior y habilitando para su abono un nuevo período de pago voluntario.  

 
La nueva reclamación, no obstante, continuaba basándose exclusivamente en los 

citados baremos colegiales sobre honorarios profesionales, a la vista de lo cual 
entendimos que procedía dar por concluida nuestra intervención formulando la 

presente resolución con recomendación, fundamentada en las siguientes 

 
 

Consideraciones 
 
1. La tasación de costas, de acuerdo con el art. 242.2 de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil, se lleva a cabo por el Secretario Judicial a solicitud de la parte que las 
reclame, la cual deberá acompañarla de las minutas y facturas que justifiquen 

los gastos que pretenda repercutir a la parte condenada a abonarlas. La 
tasación practicada en el presente caso, por tanto, trae causa de un acto de la 

Administración, mediante el que ésta planteó una primera reclamación por el 

importe consignado en la minuta referenciada en el antecedente segundo de 
esta resolución, y que posteriormente el propio Servicio Vasco de Salud dejó 

sin efecto.  

 
La intervención del Ararteko se refirió en un primer momento a  la valoración de 

dicho acto. Sin embargo, fue la propia Osakidetza quien procedió a revisarlo 

con posterioridad a la apertura del presente expediente, lo que ha dado lugar a 
una nueva reclamación de costas, cuya cuantía no sólo no ha sido sometida a 

la valoración de un juez sino que, a diferencia de las anteriores, a las que 

sustituyen, ni siquiera han sido objeto de la solicitud de tasación prevista en el 
art. 242 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  

 
Entendemos en consecuencia que no existe obstáculo legal alguno a la 

intervención de esta institución en relación con esta nueva reclamación. 

Naturalmente, no podemos sino valorar de modo positivo la diligente actuación 
de la Administración al corregir los errores en que había incurrido al aplicar los 

baremos colegiales en que se basaban las costas anteriormente exigidas. 

Sostenemos, sin embargo, que no basta con aplicar correctamente dicho 
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criterio, sino que resulta necesario, además, ponderarlo con  el resto de los 

factores que la jurisprudencia considera necesario tener en cuenta a tales 
efectos, en vez de asignarle un carácter preceptivo que la jurisprudencia 

expresamente descarta. 

 
Considera esta institución que Osakidetza debe incorporar tales criterios al 

cálculo de las costas judiciales que reclama en concepto de honorarios 

profesionales en el caso que motiva este expediente, y en tal sentido le 
recomendaremos que actúe.  

 

Lo relevante a este respecto no es que el resultado de aplicar los criterios de 
ponderación establecidos por la mencionada doctrina jurisprudencial difiera de 

la cantidad reclamada, lo cual no tiene por qué suceder necesariamente en 
todos los casos. Se trata más bien de asegurar que, sea aquélla cual fuere, 

resulte siempre de aplicar tales criterios no sólo correctamente, sino también en 

su integridad.  
 

La necesidad de actuar en tal sentido en los casos que se presenten en 

adelante será objeto de otra Recomendación, que dirigiremos con carácter 
general a diversas instancias de la Administración, y que también tendrá como 

destinatarios a los Colegios de Abogados. Queremos con ello llamar la atención 

de los profesionales sobre un problema que, según venimos advirtiendo, se 
repite con más frecuencia de lo que sería deseable, y que en nuestra opinión se 

encuentra en la raíz de situaciones como la sufrida por la promotora de este 

expediente: la falta de información que detectamos en sus clientes, en relación 
con el riesgo de condena en costas que conlleva la decisión de recurrir en 

apelación una sentencia desfavorable. Creemos necesario intervenir a la vez 
sobre lo que entendemos son las dos vertientes de una misma disfunción, pues 

de lo contrario pueden llegar a retroalimentarse en una espiral ascendente: por 

un lado, demandas millonarias o insuficientemente fundadas por 
responsabilidad patrimonial de la Administración, frente a las que ésta, 

buscando un ejemplo ejemplarizante y disuasorio, prescinda de criterios de 

ponderación jurisprudencialmente consagrados para basarse exclusivamente en 
dichas cuantías al plantear sus reclamaciones de costas. Sin perjuicio de la 

posibilidad impugnatoria ante los tribunales, entendemos que la introducción 

desde un primer momento de criterios de racionalidad por ambas partes habrá 
de resultar en un mejor servicio de Justicia, así como en beneficio de los 

derechos de sus usuarios. 

 
 

2. La vía que el ordenamiento ofrece a la Administración para la rectificación en 
cualquier momento de los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes 

en sus actos viene prevista y regulada en el art. 105.2 de la Ley 30/92, de 
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Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común. En el presente caso, sin embargo, se trata de que la 
Administración, además de aplicar correctamente las citadas normas colegiales 

a las minutas que pretenda repercutir, lo haga ponderándolas con el resto de 

criterios que la jurisprudencia tiene establecidos a tales efectos, y que no han 
sido tenidos en cuenta. Por ello entendemos que la vía adecuada es la prevista 

en el primer párrafo del citado precepto, por el que la Ley faculta a la 

Administración a revocar en cualquier momento sus actos de gravamen o 
desfavorables. 

 

La regulación de la revisión de los actos administrativos ha basculado siempre 
entre el deseo de la Administración de conservar una cierta libertad de acción 

dentro de la legalidad, y la protección de las situaciones consolidadas por tales 
actos. En este sentido, después de que la Ley 30/92 ampliara las posibilidades 

revocatorias que la LPA de 1958 concedía a la Administración, la reforma de 

1999 vino a reducirlas, impidiéndole revisar los actos anulables que sean 
favorables a los particulares, para lo cual necesita recurrirlos ante los tribunales 

previa declaración de su lesividad. Ahora bien, por lo que se refiere a los actos 

desfavorables o de gravamen, el art. 105 mantiene la posibilidad de su 
revocación de oficio, sin otro límite sustantivo o procedimental que las tres 

condiciones que exige su apartado primero: 

 
art. 105. Revocación de actos y rectificación de errores. 1. Las 

Administraciones Públicas podrán revocar en cualquier momento sus actos 

de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya 

dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al principio 

de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 
 
Esta norma no constituye una fórmula alternativa para impugnar fuera de plazo 

los actos de gravamen o desfavorables que sean firmes, sino para que la 
Administración pueda revisarlos, ya sea por motivos de legalidad o de 

oportunidad. Por ello, lo relevante a tales efectos no es tanto si el acto de 

gravamen se ajusta o no al ordenamiento jurídico, sino si su revocación y 
eventual sustitución por otro constituye dispensa o exención no permitida por 

las leyes, o resulta contraria al principio de igualdad, al interés público o al 

ordenamiento jurídico. 
 

Significativamente, tales requisitos se corresponden con los tres impedimentos 

a los que apela la Consejería de Sanidad, y que aparecen recogidos en la cuarta 
de las líneas argumentales que estructuran su escrito de respuesta, según ha 

quedado expuesto en el punto 4 de los antecedentes de la presente resolución. 
Esto es, que ello carecería de base legal, que supondría renunciar a un ingreso 

público y que constituiría un agravio comparativo para el resto de los 
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condenados en costas. Con independencia de su posterior corrección de los 

errores materiales detectados, a los efectos aquí relevantes la Administración 
sigue basándose en ellos para motivar la imposibilidad de acceder a revisar la 

minuta en aplicación de otros criterios además del utilizado. En consecuencia,  

la relevancia que en el caso presente adquieren tales circunstancias no se limita 
a su condición de requisitos para la revocación que, por la vía del art. 105 

LRJPAC, haría posible la revisión que planteamos; en los términos en que está 

planteada la discusión, su cumplimiento condicionaría además la validez de los 
argumentos en que la Administración viene basando su negativa a llevarla a 

cabo.  

 
 

3. En cuanto a la exigencia de que la revocación no constituya dispensa o 
exención no permitida por las leyes ni sea contraria al ordenamiento jurídico, 

necesariamente ha de entenderse referida al contenido material de la 

modificación pues, por lo que respecta a su procedimiento, es el propio art. 
105 de la Ley 30/92 el que habilita a las Administraciones Públicas para 

revocar, en cualquier momento, sus actos de gravamen o desfavorables.  

 
Por otra parte, si bien la presente resolución se refiere al caso específico al que 

afecta el presente expediente, no planteamos una revisión de la minuta en 

términos de exención particular. Lo que sostenemos es que el cálculo de su 
importe debió realizarse ponderando una serie de criterios que la jurisprudencia 

dispone sean tenidos en cuenta a tales efectos y que, de no haberse procedido 

así en el caso presente, nada en derecho impide llevar a cabo un nuevo cálculo 
que los aplique, como consecuencia de la adopción de un criterio general que, 

de acuerdo con la recomendación general que al respecto formularemos, habrá 
de ser de aplicación para todas las reclamaciones de costas judiciales por 

honorarios profesionales que se planteen en lo sucesivo. 

 
Por ello carece de fundamento, en nuestra opinión, la afirmación contenida en 

el escrito de respuesta de Osakidetza, según la cual “Si el Ararteko considerase 

que se puede condonar o aminorar la deuda y nos lo recomendase, podría 

suponer un agravio comparativo para el resto de los condenados en costas, que 

pueden estar en igual o peor situación que la Sra...........”.  

 
El Ararteko no está apelando a motivaciones humanitarias sin base normativa. 

Su intervención, por el contrario, se encuentra sólidamente fundamentada en 

los criterios mediante los que la jurisprudencia pondera la proporcionalidad de 
las minutas en las impugnaciones de costas, cuya adopción constituiría, a juicio 

de esta institución, una buena práctica administrativa. En realidad, la misma 
razón de ser de esta institución estaría en cuestión si hubiéramos de aceptar 

que el Ararteko, aun cuando entienda susceptible de mejora determinada línea 



 

 9 
Prado, 9  01005 VITORIA-GASTEIZ  Tel.: (+34) 945 135 118  Faxa: (+34) 945 135 102 

E-mail: arartekoa@ararteko.net  www.ararteko.net 

 

de actuación de la Administración, debe abstenerse de recomendar su 

modificación a fin de no discriminar a quienes, hasta entonces, se hubieran 
visto afectados por la misma. 

 

 
4. Se trata de ver por tanto si la revisión planteada cuenta con suficiente apoyo 

legal. Dicho apoyo, según venimos diciendo, no es otro que el que 

proporcionan los criterios seguidos por la jurisprudencia a efectos de 
determinar, en los procedimientos sobre impugnación de costas, qué cuantía de 

honorarios es repercutible como tales. Son los siguientes: 

 
- por un lado, la razonabilidad de las costas reclamadas viene determinada a 

partir de los dos fines de la norma que condena a pagarlas: prevenir la 
excesiva litigiosidad y resarcir los gastos causados en defensa del derecho 

finalmente reconocido por los tribunales: 

 
“Debe señalarse que la condena en costas genera un crédito privilegiado 

del que es titular la parte contraria beneficiaria de la misma, que 

encuentra su razonabilidad en prevenir los resultados distorsionadores 

del entero sistema judicial que se derivan de una excesiva litigiosidad, 

así como en restituir a la parte contraria los gastos que, en menoscabo 

de la satisfacción de sus pretensiones, le ha ocasionado la defensa de 

sus derechos e intereses legítimos frente a quienes promuevan acciones 

o recursos legalmente merecedores del pago de las costas". (Auto T.S. 
Sala III, 28-12-2000)”. 

 

- por otro, la adecuación de las minutas de los letrados a las normas 

orientadoras de honorarios dictadas por el Colegio profesional no representa 

sino uno de los factores que han de ser ponderados a tales efectos, 
identificando –sin carácter exhaustivo- el resto de elementos que han de ser 

tenidos en cuenta:  

 

“Las normas establecidas por los Colegios de Abogados respecto de los 

honorarios de sus colegiados tienen un mero carácter de reglas de 

régimen interior orientadoras para éstos, en modo alguno vinculantes 

para los órganos jurisdiccionales ante los que se cuestione la 

determinación cuantitativa de los honorarios a percibir por los Abogados 

por su intervención en un determinado proceso, al no estar los mismos 

retribuidos por arancel alguno y corresponder a aquéllos su 

determinación en caso de discrepancia conforme al artículo 246.3 de la 

L.E.C. de 7 de enero de 2000,...” (Auto T.S. Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 5ª, 3-10-2006, Recurso nº 8303/1997)  

 

“Pero, si bien es cierto que la determinación de la corrección de las 

minutas de los Letrados, en caso de condena en costas, ha de 
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acomodarse ciertamente a las normas orientadoras sobre la materia, sin 

embargo, también lo es que no pueden ajustarse a ellas de un modo tan 

absoluto que ponga en entredicho otros factores que han de ser 

igualmente ponderados: el carácter meramente indicativo de las citadas 

normas colegiales, las circunstancias concurrentes en el proceso en el 

que se hayan devengado, el trabajo y esfuerzo profesional realizado, la 

mayor o menor complejidad del asunto, el interés y la cuantía 

económica del mismo, el tiempo de trabajo que requirió su estudio, así 

como de los escritos e informes efectuados, los resultados obtenidos y 

el alcance y efectos de éstos en el orden real práctico, entre otros” 

(Auto T.S. Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª, 3-10-
2006, Tasación de Costas nº 5896/1998) 

 
El Servicio Vasco de Salud, por contra, sostiene que las costas deben ser 
calculadas exclusivamente según las normas de honorarios del Consejo Vasco 

de la Abogacía, a las que hace referencia también como único criterio 
normativo al mencionar su eventual impugnación, por excesivas o indebidas, 

ante los Tribunales.  

 
 

5. La Administración, al plantear la cuestión en estos términos, soslaya el hecho 

de que la tasación de costas es iniciada por un acto de la parte vencedora en el 
recurso, así como que en la cuantificación de tales gastos no está obligada a 

aplicar exclusivamente los baremos colegiales, cuyo carácter es, como hemos 

visto, meramente orientativo y no preceptivo (sobre todo, habríamos de añadir, 
cuando hablamos de cantidades tan significativas como las que aquí se tratan). 

Lo que el art. 139.2 de la LJCA preceptúa es que el recurrente que ve 

desestimada su pretensión sea condenado –salvo pronunciamiento expreso en 
contrario por parte del Tribunal- a pagar las costas de la apelación, pero no la 

cuantía de las mismas ni menos aún que ésta, como da a entender la respuesta 
de la Administración, haya de ser fijada en estricta aplicación de los citados 

baremos. 

 
Confunde asimismo, a nuestro entender, la tasación que realiza el Secretario 

judicial con la labor que lleva a cabo el Tribunal encargado de resolver al 

respecto en caso de impugnación. La primera se limita, a estos efectos, a 
comprobar si los conceptos incluidos en las minutas resultan inútiles, 

superfluos o no autorizados por ley y si las minutas se expresan detalladamente 

en relación con actuaciones llevadas a cabo en el pleito, velando por que no 
excedan del límite del art. 394.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil –hasta tal 

punto es así que, en el caso presente, el filtro de la Secretaría no detectó 

siquiera un error puramente aritmético tan significativo como el que contenía la 
minuta presentada. Por el contrario, en sede judicial se pondera, huyendo de 

automatismos, la adecuación de las costas tasadas a los criterios de justicia 
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que recoge la ley cuando, en términos generales, plantea la interdicción del 

exceso en los honorarios repercutibles como costas.  
 

Hemos visto los factores a los que recurre para ello la jurisprudencia, tratando 

de conciliar, desde parámetros de justicia y proporcionalidad, dos necesidades: 
por un lado, la de limitar el perjuicio que el exceso de litigiosidad representa 

para la parte a la que los tribunales acaban dando la razón; por otro, la de 

impedir que la parte perdedora en primera instancia se vea en la práctica 
disuadida de hacer valer sus derechos en vía de recurso ante la amenaza del 

coste que éste puede llegar a tener.  

 
A los efectos de la vía revocatoria que se ofrece a la Administración, los 

criterios mencionados resultan plenamente relevantes de cara a examinar si, 
como exige el art. 105 LRJPAC, no resultaría contrario al ordenamiento 

practicar un nuevo cálculo, en base a los mismos, de los honorarios 

profesionales reclamados por Osakidetza. Por lo que se refiere a esta 
institución, y en cumplimiento de nuestro mandato de defender los derechos de 

las personas desde parámetros de buena administración, tenemos el deber de 

promover su uso, sin esperar a que se los imponga un tribunal, entre las 
Administraciones incluidas en nuestro ámbito competencial. Todo ello, con 

independencia de que la interesada tenga o no abierta la vía impugnatoria, 

posibilidad que le estaba vedada en relación a la primera reclamación de costas 
–no así a la segunda- por causa de la inactividad de su representación procesal. 

Y es que tales criterios de ponderación, en la medida en que van constituyendo 

una línea jurisprudencial consolidada, contribuyen a configurar en cada 
momento el contenido material de los derechos de los usuarios de la 

Administración de Justicia, en función de los cuales todos los poderes públicos 
deben adecuar su actuación. En consecuencia, la recomendación que al 

respecto formulemos traerá causa de criterios de justicia consagrados 

jurisprudencialmente.  
 

 

6. La defensa de Osakidetza ha sido ejercida por sus propios servicios jurídicos, 
de modo que su representación letrada no ha podido percibir por tal concepto 

otra cantidad que el sueldo propio de su cargo. El cálculo de la cantidad que la 

Administración reclama como costas no se ha basado, por tanto, en los 
honorarios profesionales efectivamente satisfechos, sino en los que hubiera 

debido abonar en caso de haber contratado a un profesional libre. Es cierto 

que, según criterio jurisprudencial consolidado, ésa debe ser la referencia a 
efectos de aplicar los baremos colegiales, aunque el letrado o letrada en 

cuestión sean funcionarios al servicio de la Administración a la que han 
defendido. El dato, no obstante, resulta relevante en un doble sentido:  
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o por un lado, por lo que se refiere al requisito que establece el art. 

105.1 de la Ley 30/92 de que la revocación no sea contraria al 
interés público. El hecho de que, en la práctica, la defensa de la 

Administración no haya supuesto para ésta coste adicional alguno no 

puede ser indiferente a efectos de valorar las consecuencias 
materiales que supondría para el interés público la revisión de oficio 

del acto cuestionado. Al no tratarse de un gasto que la 

Administración haya tenido que repercutir para que no quede a su 
cargo, no nos encontramos ante un supuesto de resarcimiento del 

daño soportado, sino más bien un dinero que la Administración tiene 

la oportunidad de ingresar con independencia del coste que el 
procedimiento ha tenido para las arcas públicas.  

o por otra parte, es necesario tener presente que la jurisprudencia, 
según hemos visto,  menciona la reparación del gasto producido 

como una de las dos finalidades de la norma que han de ser 

consideradas a efectos de valorar la razonabilidad de las costas 
devengadas. En consecuencia, a efectos de decidir, si quiera por 

aproximación, si la cantidad solicitada como costas resulta 

razonable, no es posible ignorar el hecho de que su sentido es el de 
reparar un gasto que, en realidad, nunca se produjo. 

 

 
7. Si por lo expuesto no cabe considerar dicha reparación como interés público 

afectado en el caso presente, sólo existen dos aspectos, a nuestro entender, 

que podrían constituir el objeto de dicha afectación en el supuesto de que el 
nuevo cálculo, si resultara en unas costas de cuantía inferior a las reclamadas, 

condujera a que la Administración renunciara a una parte del crédito generado a 
su favor en tal  concepto: 

 

• por un lado, ello supondría, ciertamente, un menor ingreso para las 
arcas públicas. No cabe identificar, sin embargo, el cobro en su 

integridad de las costas tasadas con el interés público que no debe 

verse afectado por la revocación, pues un perjuicio similar sería 
predicable de gran parte de los actos a los que se refiere el art. 105 

de la Ley 30/92. No tendría sentido que, permitiendo dicha norma 

que la Administración revoque sus actos desfavorables o de 
gravamen, siempre que ello no sea discriminatorio o contrario a la 

Ley o al interés público, dicha facultad no rija respecto de un acto 

por el hecho de que el gravamen en cuestión consista en un pago o 
prestación a favor de la Administración. Así se desprende, por otra 

parte, del hecho de que actos que representan un ingreso para la 
Administración, como son los actos tributarios de gravamen, se 

encuentren sin embargo entre los que ésta puede revocar por la vía 
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del art. 105 de la Ley 30/92, según admite  expresamente la 

jurisprudencia (STS Sala 3ª, de 5-2-2007, F. J. 4º y 5º). 
 

• por otro, es necesario analizar si la eventual rebaja en cuestión 

afectaría de forma relevante al otro elemento que, junto a la 
reparación del gasto efectuado, constituye para la jurisprudencia la 

razón de ser de la condena en costas: la prevención del exceso de 

litigiosidad, un objetivo cuyo interés público resulta evidente.  
 

A este respecto, hemos de hacer notar que no se está poniendo en 

cuestión que la reclamante deba de hacer frente a las costas del 
recurso. Lo que se discute es la posibilidad de un nuevo cálculo de 

su importe, en aplicación de los criterios que siguen los tribunales 
para valorar si las minutas reclamadas como costas son 

desproporcionadas o injustificadas. El hecho de que la jurisprudencia 

los aplique no supone desvirtuar el citado efecto de prevención de la 
litigiosidad, sino adecuar las costas a parámetros de justicia 

recogidos en la Ley. Por tanto, tampoco cabría entender que la 

Administración esté atentando contra el interés público si, por medio 
de la revocación del acto en que reclamó en su día una determinada 

cantidad en concepto de costas por honorarios, adecuara éstos a 

esos mismos parámetros.   
 

 

8. Según hemos expuesto, al juzgar si los honorarios repercutidos como costas 
resultan o no excesivos o indebidos, la jurisprudencia exige ponderar los 

citados baremos colegiales con las circunstancias concurrentes en el proceso 

en el que se hayan devengado, el trabajo y esfuerzo profesional realizado, la 

mayor o menor complejidad del asunto, el interés y la cuantía económica del 

mismo, el tiempo de trabajo que requirió su estudio, así como de los escritos e 

informes efectuados, los resultados obtenidos y el alcance y efectos de éstos 

en el orden real práctico, entre otros. Entendemos que, a efectos de valorar la 

aplicabilidad de tales criterios al caso presente, resulta de utilidad, siquiera sea 
a título estimativo, el contraste entre dos puntos de referencia: por un lado, la 

actividad desarrollada por la representación letrada de Osakidetza frente al 

recurso de apelación interpuesto por la reclamante; por otro, la razón de decidir 
de la sentencia que lo desestima. 

 

Dicho razonamiento queda reflejado en el Fundamento Jurídico 2º de la referida 
resolución, y del mismo se desprende que el fallo contrario a la parte apelante 

se fundamenta, básicamente, en dos motivos:  
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• por lo que se refiere a la pretensión de ésta, en el sentido de que sea 

revisada la valoración judicial sobre las pruebas periciales practicadas en 
la primera instancia, el tribunal apela a los criterios jurisprudenciales que 

restringen las posibilidades de dicha revisión exclusivamente a los 

supuestos en que el juzgador de instancia, al llevar a cabo la valoración 
de la prueba, hubiera incurrido en errores de lógica interpretativa o no se 

hubiera atenido a las reglas de la experiencia. Al no ser éste el caso, la 

Sala da por buena la relación de hechos probados en la primera 
instancia, lo que determina la desestimación de este motivo. 

• por lo que se refiere al motivo de impugnación fundado en la afirmación 

de que las secuelas que padece la interesada deben ser indemnizadas 
por la Administración por derivar objetivamente del funcionamiento 

normal de un servicio público, la Sala llama la atención sobre el hecho 
de que la propia parte apelante reconoce en la segunda instancia que el 

consentimiento firmado por aquélla incluía el riesgo específico que se 

concreta en tales secuelas, de donde deduce que su razonamiento 
impugnatorio resulta contradictorio y no puede prosperar. 

 

De todo ello se desprende que el fallo desestimatorio del recurso descansa ante 
todo en que, con independencia de la mayor o menor diligencia desplegada por 

la defensa letrada de la parte apelada, los motivos de la apelación adolecían 

desde un principio de falta de viabilidad impugnatoria. Parece razonable, en 
consecuencia, concluir que sería perfectamente ajustado a derecho revisar, en 

virtud de los factores enumerados, la cantidad en que Osakidetza ha cifrado 

sus honorarios en base únicamente a los baremos orientativos colegiales.  
 

La anterior afirmación no supone en modo alguno, por otra parte, minusvalorar 

el trabajo realizado por la Asesoría Jurídica de Osakidetza, cuya labor 
profesional, tanto en general como en este caso en particular, nos merece el 

máximo respeto. Se trata más bien de poner de manifiesto que, a la hora de 
valorar la procedencia de la minuta girada, no es posible pasar por alto, a la luz 

de los criterios de ponderación marcados por la jurisprudencia, si la cuantía que 

se reclama en tal concepto se corresponde con la mayor o menor relevancia o 
dificultad que dicha labor haya podido tener de cara a conseguir un 

pronunciamiento favorable en el recurso que da lugar a la condena en costas.  

 
Y esto es así aún en los supuestos en que no concurre uno de los factores en 

que la jurisprudencia suele apoyarse para aminorar el máximo exigible en 

concepto de costas por honorarios profesionales: esto es, que el resultado de la 
apelación no responda tanto al trabajo del letrado de la parte vencedora, como 

a causas de inadmisión puestas de manifiesto por la propia Sala. De hecho, 

incluso en los supuestos en que descarta explícitamente este factor, el Tribunal 
Supremo viene reduciendo drásticamente dicho máximo en minutas de importe 
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similar a la presentada por Osakidetza cuando éstas han sido calculadas sin 

otro criterio que la aplicación al petitum de la tabla de porcentajes contenida en 
la normas colegiales orientativas. Así lo pone de manifiesto el Auto de la Sala 

de lo Contencioso-Administrativo de 3-10-2006 (tasación de costas 

nº 5896/1998) que, a pesar de elogiar la calidad técnica de la labor realizada 
por el letrado de la parte vencedora, acuerda rectificar la tasación de costas 

practicada, reduciendo a la cantidad de 6.000 euros la minuta de 48.650,30 

euros que éste había pasado a cada uno de sus dos clientes. En idéntico 
sentido argumenta la Sala en el Auto de la misma fecha por el que resuelve la 

tasación de costas nº 3186/2001, y en el que reduce a la misma cantidad una 

minuta de 21.420 euros. 
 

Traemos a colación estos casos a título meramente ejemplificativo, no de la 
cantidad que habría de resultar del nuevo cálculo que proponemos para el caso 

presente –y que no nos corresponde a nosotros concretar, ni siquiera por vía 

de recomendación- sino del modo en que los citados criterios jurisprudenciales 
inciden sobre el cálculo de minutas en supuestos similares.  

 

La Administración en ningún momento ha planteado que la minuta reclamada 
se ajuste a los mismos, sino que ha justificado su corrección con el único 

argumento de que satisface los baremos orientativos colegiales, a los que 

incorrectamente asigna un carácter preceptivo, ignorando el resto de criterios 
que la jurisprudencia exige ponderar a tales efectos. Osakidetza debería por 

tanto valorar el importe por el que, aplicando todos ellos, hubiera procedido 

reclamar por las costas de la apelación y, por las razones expuestas, ajustar a 
dicha valoración la cantidad efectivamente reclamada.  

 
Por todo ello, en conformidad con lo preceptuado en el art. 11.b) de la Ley 

3/1985, de 27 de febrero, por la que se crea y regula esta institución, se eleva la 

siguiente 
 
 

RECOMENDACIÓN 10/2009, de 29 de junio, al Servicio Vasco de Salud  

 

Que proceda a un nuevo cálculo de la cantidad reclamada en el caso presente 
en concepto de costas por honorarios profesionales, aplicando 

ponderadamente, en los términos expuestos en esta resolución, el conjunto de 

criterios que a tales efectos establece la jurisprudencia. 
 

 


